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Provincia de Buenos Aires 

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY
El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de
LEY
Artículo 1° Incorpórese como art. 1 bis de la Ley 13928 el siguiente texto:

“Será igualmente procedente la acción de amparo contra la omisión del Poder Ejecutivo Provincial y los Departamentos Ejecutivos Municipales en reglamentar las leyes y ordenanzas dentro de los plazos que éstas determinasen”.

En estos casos, la acción podrá intentarse en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo establecido por la misma ley u ordenanza para su reglamentación.

Si la ley u ordenanza no fijara plazos para su reglamentación, la acción podrá iniciarse en cualquier tiempo, transcurridos seis (6) meses a contar desde la fecha de promulgación de la ley u ordenanza.”
Artículo 2° Modifíquese el art. 14 de la Ley 13928 agregándose como último párrafo el siguiente texto:

“5.5. El plazo prudencial en que deba producirse la reglamentación de la ley u ordenanza.

El juez procederá a aplicar sanciones conminatorias al/los funcionario/s que omitiere/n cumplir la orden judicial, una vez vencido el plazo de la misma.-

Artículo 3° Comuníquese al Poder Ejecutivo provincial.-

FUNDAMENTOS
El presente proyecto tiene por objeto ampliar los casos en que procede la acción de amparo, incluyendo, en forma expresa, los supuestos en que el Poder Ejecutivo provincial y los Departamentos Ejecutivos municipales omiten reglamentar leyes y ordenanzas.

“Los órganos ejecutivos son llamados a ejercer sus poderes reglamentarios en presencia de normas que así lo requieren, no lo hacen en virtud de una indebida delegación legislativa sino a título de una facultad propia cuya mayor o menor extensión queda determinada por el uso que de la misma facultad haya hecho la Legislatura” (conc. Corte Suprema de la Nación, "Fallos",  148:434; 264:345; 270:42).

El artículo 144 inciso 2 de la Constitución Provincial dispone que “El gobernador es el jefe de la administración de la provincia, y tiene las siguientes atribuciones: Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposiciones especiales que no alteren su espíritu”

A través de este proyecto legislativo, se propone  a la acción de amparo como vía idónea para compeler a los órganos administrativos a cumplir la ley o las ordenanzas que instituyan normas de alcance general, fijándoles plazo expreso para reglamentarlas.


Desafortunadamente, no es infrecuente dar con casos en que –sancionada y promulgada una norma jurídica general- las personas beneficiarias no pueden acceder al goce de los derechos que instituye porque, la autoridad que ostenta la prerrogativa de reglamentar su ejecución, omite hacerlo en los plazos que establece dicha norma.


Reconocer derechos por normas de jerarquía legal y luego no implantarlos en la realidad social constituyen vicios y frustraciones que deben ser salvados en un Estado de Derecho.


Esas omisiones incurren en una lesión de derechos que –en no pocos casos- denotan una violación a derechos fundamentales, reconocidos por normas constitucionales e internacionales.
La morosidad apuntada no solo se advierte en este período sino que se ha convertido en un modo de proceder del Poder Ejecutivo de larga data, desvirtuando así las funciones  legislativas.
 Un caso, particularmente grave y reciente, es la  nueva Ley de Tránsito de la Provincia de Buenos Aires  Nº 13.927. Dicha ley fue sancionada  a instancias del Poder Ejecutivo con el objeto de adherir a la Ley Nacional de Tránsito Nº 24.449 y su modificatoria, la Ley Nº 26.363, quedando diferido el Proyecto de Código de Tránsito que había elaborado la Legislatura bonaerense a lo largo del año 2008. 

Sin perjuicio de tal adhesión, la atribución de dictar su reglamentación ha quedado en manos del Poder Ejecutivo provincial, contando éste con un plazo de sesenta días para hacerlo, (artículo 56). La norma que  fue publicada en el  Boletín Oficial del 30 de diciembre de 2008. El plazo ha vencido 27 de marzo de este año.

Otra ley que no ha sido reglamentada y de suma importancia es la ley 13.356 sobre beneficios para los habitantes de la provincia de buenos aires que padezcan Esclerosis Múltiple. Dicha enfermedad, denominada desmielizantes, afecta el sistema nervioso central, destruyendo la mielina, tejido adiposo que protege a las fibras nerviosas de dicho sistema.. 

 El artículo 3 establece la que por vía reglamentaria se determinará la autoridad de aplicación de dicha normativa y la  forma y trámite en que deberán efectuarse las solicitudes. La falta de operatividad de este régimen genera nefastas consecuencias.

 A mayor abundamiento damos ejemplos de otras leyes sin reglamentar a saber:  leyes 10499 y su posterior reforma ley 12631, relacionadas con la enfermedad celiaca.; ley 13.447, estableciendo que la actividad prestada como voluntariado social, de conformidad a los términos establecidos en la ley nacional 25.855, constituirá un antecedente de valoración en los concursos para cubrir vacantes en los tres poderes del Estado Provincial; ley 13059, sobre acondicionamiento térmico exigible en la construcción de edificios de acuerdo a las normas IRAM; ley 13868 relativo a la  prohibición en la provincia .de Buenos aires, el uso de bolsas de polietileno y todo otro material plástico convencional, utilizadas y entregadas por supermercados, autoservicios, almacenes y comercios en general para transporte de productos o mercaderías, etc. Estás son ejemplos de entre otras muchas leyes no reglamentadas.
En otros casos la reglamentación se lleva a cabo pero después un tiempo irrazonable. Tal es el caso de la ley que estableció un Régimen especial de subsidios para los bomberos voluntarios que formen parte de instituciones bomberiles reconocidas. Esta ley fue sancionada el 04-12-2007 y recién reglamentada un año después mediante decreto N º 131/09. Pero si existe un caso elocuente es el de la ley 13251 de  promoción de pequeñas localidades bonaerenses que fue sancionada el 30-09-2004 y fue reglamentada cuatro años después conforme decreto Nº 1544/08.

A más de lo expuesto, cabe señalar que –aún en los supuestos en los que las leyes no reconozcan derechos subjetivos pero se encuentran pendientes de reglamentación- también existirá un claro interés popular en que produzcan sus efectos en la realidad, pues, en última instancia, toda ley u ordenanza de alcance general están naturalmente destinadas a entrar en vigor, como una expresión clara de la soberanía popular.


Por ello, y sin ánimo de incurrir en exageraciones, se sostiene que las omisiones en dictar reglamentaciones constituyen anomalías impropias en un Estado de Derecho, que sólo consiguen alimentar el descrédito en la vigencia de las reglas que toda sociedad organizada necesita para asegurar una convivencia armónica y pacífica, sin mencionar las frustración en las expectativas que sufren quienes –de una u otra forma- estarán alcanzados por los efectos de las normas.


Por estas razones se cree oportuno, legítimo y conveniente que sea el Poder Judicial el órgano que emplace a la administración morosa a que ponga en efectiva ejecución las normas generales, ante el desconocimiento –y, por qué no, la desidia- en hacer plenamente vigentes las leyes y ordenanzas.
Un antecedente trascendental en la jurisprudencia de nuestra provincia, es el fallo “Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo”, B 64.474, JA 2003-II-152. En virtud del mismo la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires condenó al Poder Ejecutivo Provincial para que en un plazo determinado pongan en funcionamiento el fuero contencioso administrativo. Al respecto sostuvo que : "…de la reseña y consideraciones anteriores se desprende que se ha configurado por el Poder Ejecutivo la omisión o inactividad en el cumplimiento de la manda constitucional, legal y reglamentaria, pese a los diversos requerimientos efectuados por este tribunal", destacando que el Poder Ejecutivo Provincial. “no había probado ninguna razón justificante de su inacción y concluyendo que "la omisión así configurada ha devenido en una parálisis o inobservancia continuada de graves consecuencias institucionales y menoscabo de los derechos y garantías esenciales".

Para la redacción del presente proyecto se han tenido en cuenta –a modo de antecedentes legislativos comparados- el Decreto-Ley 2589/75 de la Provincia de Mendoza y la Ley 3764 –en su art. 19- de la Provincia de Chubut. En ambos cuerpos normativos se han contemplado estos casos como vías idóneas para lograr la vigencia efectiva y real de los derechos. Asimismo, se ha tenido presente el proyecto de ley expediente S Nº 1074/09 del Senador Nacional Samuel Cabanchik.  

Por todo lo expuesto, se solicita a la Honorable Cámara dé tratamiento favorable presente proyecto de ley.
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